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TEMA 9. PROTECCIÓN DEL DERECHO DE CRÉDITO.

1) Medidas de la tutuela preventiva:
El Código Civil protege al acreedor normalmente de manera procesal, mediante las llamadas acciones. Pero antes de la acción, se recogen medidas para evitar el incumplimiento y reducir el daño, éstas de denominan medidas preventivas. 

La regla general es que todo incumplimiento genera responsabilidad civil indemnizatoria (art. 1911: Del cumplimiento de las obligaciones responde el deudor con todos sus bienes, presentes y futuros). Además existe una posibilidad de agredir el patrimonio del deudor en caso de incumplimiento:


In natura (misma cosa)

1. Reclamar el cumplimiento forzoso.


Por equivalente


2. Pedir una indemnización por daños y prejuicios.

En ambos casos se trata de dinero. 

Antes de todo esto se trata de prevenir atajando los incumplimientos, es decir, si tenemos motivos fundados (sospecha firme) utilizamos remedios jurídicos que entran en juego antes de que se incumpla. Existen cinco medidas preventivas:

1. Embargo preventivo de los bienes del derecho: (art. 727 ley de enjuiciamiento civil 1/2000). Para casos muy excepcionales:
a. Deudores extranjeros que han desaparecido
b. Deudores que han desaparecido sin rastro (ausencia de hecho)
2. Vencimiento anticipado del crédito aplazado: (Ej.: Compra venta en la que el comprador paga a plazos y el vendedor le obliga a pagar todo de una vez) Art. 1129: “Perderá el deudor todo derecho a utilizar el plazo: 
1. Cuando, después de contraída la obligación, resulte insolvente, salvo que garantice la deuda. 
2. Cuando no otorgue al acreedor las garantías a que estuviese comprometido. 
3. Cuando por actos propios hubiese disminuido aquellas garantías después de establecidas, y cuando por caso fortuito desaparecieran, a menos que sean inmediatamente sustituidas por otras nuevas e igualmente seguras”.

(Se da todo el crédito por vencido

3. Secuestro conservativo: es un depósito judicial obligatorio de los bienes del deudor (el bien no se embarga pero lo deja congelado en el juzgado). Art. 1785: El depósito judicial o secuestro tiene lugar cuando se decreta el embargo o el aseguramiento de bienes litigiosos. 

4. (Sólo vale en el caso de la prenda): art. 1467: Tampoco tendrá obligación el vendedor de entregar la cosa vendida cuando se haya convenido en un aplazamiento o término para el pago, si después de la venta se descubre que el comprador es insolvente, de tal suerte que el vendedor corre inminente riesgo de perder el precio. 
Se exceptúa de esta regla el caso en que el comprador afiance pagar en el plazo convenido.
Cuando se descubre la cosa dada en prenda en poder de un tercero, lo cual hace sospechar que no quiere darla de vuelta. ES el acreedor el que está transmitiendo la cosa a un tercero (regla de protección del deudor).

5. Art. 1121: El acreedor puede, antes del cumplimiento de las condiciones, ejercitar las acciones procedentes para la conservación de su derecho. 
El deudor puede repetir lo que en el mismo tiempo hubiese pagado.

Esto es para los supuestos en los que el deudor está deteriorando la cosa (acción de devastación), se pone la cosa en custodia del acreedor.

2) La acción de cumplimiento:
Según el artículo 1911: “Del cumplimiento de las obligaciones responde el deudor con todos sus bienes, presentes y futuros”. El incumplimiento contractual generará la acción para reclamar el cumplimiento forzoso (cabe incumplimiento parcial o total). 

Es una acción que tiene el acreedor para que se condene al deudor a una condena de hacer, que cumpla con lo prometido. En las obligaciones sinalagmáticas en lugar de reclamar sólo el incumplimiento puede resolver el vínculo. NO sólo le llamará a hacer, sino que como no hay medidas que garanticen el cumplimento de la sentencia: embargará los bienes del deudor y los subastará. La acción indemnizatoria es compatible con ésta.

Artículo 1124: “La facultad de resolver las obligaciones se entiende implícita en las recíprocas, para el caso de que uno de los obligados no cumpliere lo que le incumbe. 
El perjudicado podrá escoger entre exigir el cumplimiento o la resolución de la obligación, con el resarcimiento de daños y abono de intereses en ambos casos. También podrá pedir la resolución, aun después de haber optado por el cumplimiento, cuando éste resultare imposible. 

El Tribunal decretará la resolución que se reclame, a no haber causas justificadas que le autoricen para señalar plazo. 

Esto se entiende sin perjuicio de los derechos de terceros adquirentes, con arreglo a los artículos 1295 y 1298 y a las disposiciones de la Ley Hipotecaria”.

1. Cumplimiento in natura: (Ejecución forzosa). El objetivo de la acción es que el deudor entrega la misma prestación que prometió. Esto se regula en reglas sueltas del código civil, en 701-110 Ley de enjuiciamiento civil)

Lo más habitual es que se solicite en las obligaciones de dar cuando se trata de una cosa cierta: coche, casa…

También cosas genéricas, por ejemplo, 100 botellas de leche. Sin embargo, también cabe la ejecución in natura en las obligaciones de hacer. ¿Cómo se ejecutan? Se manda a un tercero que lo haga a costa del deudor (que pague la factura del deudor). El tercero deberá deshacer lo mal hecho y hacerlo de nuevo. Si el deudor tenía que prestar su consentimiento a un acto jurídico, la ejecución forzosa se hace a través del juez. 

En el único caso que no cabe la ejecución forzosa de hacer, es en las obligaciones personalísimas, ya que es un poco difícil de entender. La única posibilidad aquí es que se destruya lo que el deudor ha hecho indebidamente (Ej.: que el deudor no construya en su finca porque tapa la playa, si construye la casa se tira).

En las obligaciones pecuniarias se hace mediante el embargo de esa cantidad o se embargan los bienes y se subastan.

2. Por equivalente: es un método subsidiario; sólo se utiliza cuando no se puede solicitar in natura. Consiste en valorar económicamente la prestación (también habrá indemnización por daños y prejuicios). A esta valoración a veces se le llama interés, es decir, valor pecuniario de la cosa (in quod interest). Este valor debe fijarlo el juez, auque las partes pueden acordar que lo fije un tercero (árbitro o perito).

En las obligaciones sinalagmáticas o bien se exige el cumplimiento o se opta por la resolución. Si se exige el cumplimiento y éste deviene imposible, sí se puede optar por la resolución.

Artículo 1504: “En la venta de bienes inmuebles, aun cuando se hubiera estipulado que por falta de pago del precio en el tiempo convenido tendrá lugar de pleno derecho la resolución del contrato, el comprador podrá pagar, aun después de expirado el término, ínterin no haya sido requerido judicialmente o por acta notarial. Hecho el requerimiento, el Juez no podrá concederle nuevo término”.

Artículo 1505: “Respecto de los bienes muebles, la resolución de la venta tendrá lugar de pleno derecho, en interés del vendedor, cuando el comprador, antes de vencer el término fijado para la entrega de la cosa, no se haya presentado a recibirla, o, presentándose, no haya ofrecido al mismo tiempo el precio, salvo que para el pago de éste se hubiese pactado mayor dilación”.

En muchas ocasiones no cabe optar por la resolución si no se ha dado un plazo adicional para cumplir, pero si en ese plazo el deudor sigue sin cumplir se procede a la resolución.

No cabe la resolución cuando hay cumplimiento parcial, lo que cabe es reclamar el cumplimiento. 

En las obligaciones sinalagmáticas no cabe pedir el cumplimiento ni la resolución si uno mismo no ha cumplido o no está dispuesto a cumplir (exceptio non adimplecti contractus (excepción de contrato no cumplido). Ej.: el vendedor no puede reclamar el precio si no ha entregado la cosa, si lo pide el comprador opondrá esta excepción.

El efecto básico de la resolución es la restitución de las prestaciones que las partes se entregaron recíprocamente (el vendedor recupera la cosa, y el comprador el precio). Si no se puede vender la cosa porque se ha vendido a un tercero, se entrega su equivalente. La restitución tiene efectos retroactivos (ex tunc), de manera que se actúa como si el contrato nunca hubiera existido. Existe una excepción para las obligaciones sinalagmáticas de tracto sucesivo en las que la resolución es sólo hacia el futuro (ex nunc), deberá cumplir con el contrato hasta el día de la resolución.

3) El resarcimiento de daños y perjuicios (Acción indemnizatoria):
Se trata de una acción que tiene el acreedor para resarcirse del daño que le ha causado el incumplimiento. Es compatible con la acción de cumplimiento, tanto cuando es in natura (se le da la cosa y la indemnización) como cuando es por equivalente (valor de la indemnización por equivalencia más la indemnización por daños y perjuicios). Esta acción también es compatible con la resolución.

En cuanto a su fundamento legal se le aplica la regla general de la responsabilidad contractual reflejada en el artículo 1101: 

“Quedan sujetos a la indemnización de los daños y perjuicios causados los que en el cumplimiento de sus obligaciones incurrieren en dolo, negligencia o morosidad, y los que de cualquier modo contravinieren al tenor de aquella”.

Se le indemniza al acreedor todo lo que el artículo 1106 caracteriza como el daño emergente (valor de la prestación que falta en el patrimonio del acreedor) y el valor de la ganancia que haya dejado de obtener el acreedor por el incumplimiento del deudor: 

“La indemnización de daños y perjuicios comprende, no sólo el valor de la pérdida que haya sufrido, sino también el de la ganancia que haya dejado de obtener el acreedor, salvas las disposiciones contenidas en los artículos siguientes (1101 CC y 712 y siguientes de la LEC-2000).

· Si se debe una cosa específica se valorará de acuerdo al informe pericial.

Tipos de daños:

· Tradicionalmente se ha dicho que estamos ante un daño puramente económico. 

· Pero a veces el incumplimiento contractual causa un daño moral (Ej.: Operación de cirugía estética que causa una deformación en el rostro).

Este daño se permite, sobre todo, en casos de daños médicos; pero lo difícil es determinar cuanto ha de pagarse por cada cosa (nariz torcida, cicatriz en la cara, etc.). Pero para eso existen los baremos.

Según el Art. 219 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, el acreedor siempre tiene que probar el daño pues este nunca se presume.

En la práctica la sentencia fija unas reglas generales para hallar una determinada cantidad, y en el trámite de ejecución de sentencia es cuando se determina la cantidad definitiva. (Ej.: STC del 11M – se incluía a las victimas en grupos según la gravedad de sus lesiones y después se distribuía la cantidad).

No obstante, lo más difícil en esta acción indemnizatoria es probar la relación de causalidad del daño con el incumplimiento: el incumplimiento ha de ser causa directa del daño, ha de ser éste el que genere el daño, pues sino no es indemnizable.

Por otro lado, en cuanto a la extensión del daño resarcido, es necesario hacer una distinción entre:

· Deudor de buena fe: éste sólo responde de los daños que se deriven del incumplimiento de la obligación. Básicamente un daño que era previsible al tiempo de constituirse la obligación (daño emergente y lucro cesante).

· Deudor de mala fe: responde de todo daño que se derive conocidamente de la falta de cumplimiento de la obligación. Al contrario que el deudor culposo, este deudor doloso tendrá que indemnizar todo daño emergente y lucro cesante.

Además el Código prevé una regla más en la acción resarcitoria que consiste en el deber, tanto del deudor como del acreedor, para mitigar el daño (que el daño sea el menor posible). Es decir, este deber significa que cuando se ha comenzado a producir el incumplimiento se debe hacer todo lo posible para que no aumente el daño. Cuanto menos respetuoso se sea con este deber, más indemnización tendrá que dar el deudor. Si es por culpa del acreedor, tendrá menos indemnización.

Por último, es fundamental saber que el daño se valora cuando se produce el incumplimiento definitivo.

· En caso de que sean culpables deudor y acreedor del incumplimiento (concurrencia de culpas), el juez modera la cuantía de la indemnización.

4) La acción subrogatoria:
 Según el Art. 1111 C.C: “Los acreedores, después de haber perseguido los bienes de que esté en posesión el deudor para realizar cuanto se les debe, pueden ejercitar todos los derechos y acciones de éste con el mismo fin, exceptuando los que sean inherentes a su persona; pueden también impugnar los actos que el deudor haya realizado en fraude de su derecho”.

Es un poder del acreedor para ejercitar derechos de acciones del deudor, que permanece inactivo.

Este artículo marca el carácter principal de esta acción: su carácter subsidiario: primero hay que tratar de hacer el embargo de todos los bienes del deudor y ya luego ejercitar la acción subrogatoria.

· El Tribunal Supremo permite, en caso de que el deudor sea insolvente, que se puedan ejecutar ambas acciones a la vez.

Pero el problema básico de esta acción es que se exige que el deudor no tenga bienes suficientes para cumplir (pero esto sólo se sabe en la subasta por lo que se hacen a la vez subrogación y embargo).

Sólo podrá solicitar esta acción el acreedor que titule un crédito cierto que es líquido y es exigible.

El objeto de esta acción son todas las pretensiones que tiene el deudor contra un tercero, aunque la única excepción son los rendimientos que provengan de derechos personalísimos (fama, honor, etc.).

En cuanto al efecto de esta acción, cabe decir que se integran en el patrimonio del acreedor las acciones que titulaba el deudor. Es decir, esta acción permite tener el acto, luego el acreedor decidirá si ejercitarla o no. Sólo una vez que tiene la acción en su patrimonio podrá ejercitarla contra un tercero.

Por último, el plazo de inscripción de la acción subrogatoria no es el plazo general de 15 años, sino que es un plazo especial de 4 años que no es de prescripción, sino de caducidad. Como consecuencia, no se puede interrumpir dicha caducidad, y ésta puede ser apreciada de oficio por el juez, quién desechará la pretensión del demandante si esta caducada.

5) La acción pauliana o revocatoria:
Toma su nombre del jurista Paulo, quién la desarrolló en Derecho Romano. Es igual que la acción rescisoria, pues trata de rescindir los actos que se hagan en fraude de acreedores. Lo más importante es que es una acción subsidiaria: sólo se puede utilizar cuando ha fallado la acción de cumplimiento y la acción subrogatoria.

Es una acción que se dirige contra los contratos, pues si lo hiciera contra un acto jurídico, lo que se atacaría sería el acto jurídico. En cambio, lo que se pretende con esta acción no es la rescisión, sino la nulidad.

Para poderla ejercer se necesitan una serie de requisitos:

· Que haya un contrato en fraude de acreedores. El contrato ha de ser dolosamente fraudulento, es decir, el deudor ha de ser consciente de que se pretende perjudicar al acreedor. La prueba del acto fraudulento la tiene el acreedor, pero es difícil, por ello el ordenamiento facilita una serie de presunciones que le favorecen.

· Tiene que haber un verdadero perjuicio del acreedor: una indemnización efectiva de la solvencia del deudor.

· Como es una acción subsidiaria, teóricamente debe ejercitarse después de la de cumplimiento y de la indemnización. Pero, en la práctica, el T.S. ha permitido el ejercicio conjunto de las tres acciones, sin necesidad de esperar a la sentencia derivada de las acciones anteriores y resolverla para comprobar que el deudor es insolvente. Podrán ejecutarse las tres a la vez en la misma sentencia.

· Prueba del fraude es del acreedor, pero el Art. 1297 establece una serie de presunciones que facilitan la dicha prueba del acreedor:

· Contratos del deudor de enajenación a título gratuito (legados o donaciones): La presunción es absoluta: “iuris ed iuri”( no admite prueba en contrario. La excepción es que el deudor ha hecho reserva de bienes.

· Contrato a título oneroso: no existe esa presunción, así que el acreedor puede probar que ha sido fraudulenta, por ejemplo demostrando que no hubo precio.

· Sólo en el caso de sentencia previa, se presume fraudulenta la enajenación.

Cualquier acreedor está legitimado para ejercitarla. El único requisito que se exige es que el crédito haya nacido antes del acto fraudulento y que ese crédito esté vencido y sea exigible. Excepcionalmente hay algunos acreedores (acreedores condicionales) que sin tener un crédito exigible pueden ejercer la acción pauliana, puesto que hasta que no se cumpla la condición dicho crédito no podrá ser exigible.

El plazo para esta acción es de 4 años de caducidad: desde que el acreedor conoce el acto fraudulento, no desde que se llevo a cabo.

En cuanto a quién se puede demandar (legitimación pasiva), la tiene el deudor y cualquier tercero que coopera de mala fe con éste en el fraude.

· Si el tercero es de buena fe, sólo se le puede atacar si se está ante un título gratuito (cuando le han regalado una cosa).

Efectos: podemos distinguir tres clases de efectos:

· Generales: Sus efectos son limitados, sólo se rescinde la parte del contrato que perjudique al acreedor.

· Efectos para el adquiriente (tercero): el tercero que adquiere el bien está obligado a devolver la cosa al acreedor o a entregar la parte proporcional al acreedor. Todo ello sin perjuicio de las acciones que quepan contra en deudor, pues es compatible con ellas (también con posibles acciones penales). Teóricamente el tercero que recibe la cosa debe devolvérsela al deudor, y éste se la entrega al acreedor. Pero en la práctica, el tercero devuelve directamente la cosa al acreedor, sin pasar por el patrimonio del deudor.

En los casos en los que haya varios acreedores, la acción pauliana solo beneficia al acreedor que la ejercita.

· Efectos para el subadquiriente: El Código admite una súper extensión de la acción pauliana a los subadquirientes del tercero en los siguientes supuestos:

· Art. A295.2: Cuando el subadquiriente es de mala fe. Se permite indemnización de daños y perjuicios.

· Art. 1295.3: Cuando adquiera a título gratuito.

Si la cosa se pierde, responde el culpable de la pérdida (deudor o terceros) y si hay caso fortuito, cuando son de mala fe.

Por último, mediante esta acción se pueden impugnar:

· Todo tipo de contratos que estén tanto a título oneroso como gratuito.

· Todo tipo de actos que disminuyan la solvencia del deudor (Ej.: hipotecar los bienes).
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